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El Ministerio Fiscal interesó que se accediera al amparo soli-
citado, por cuanto, si se iniciaba el cómputo del plazo a partir de
la fecha en que se notificó el Auto de 22 de abril, el día en que
fue planteado el recurso (29 de abril) estaría dentro del plazo de
diez días establecido por el artículo 138.1 de la CE.

El Tribuna Constitucional otorgó el amparo, anulando la sen-
tencia del Tribunal Superior de Justicia.

FUNDAMENTOS DE DERECHO-DOCTRINA
En sus fundamentos de derecho, el Tribunal analizó el contenido
de las resoluciones judiciales, declarando lo siguiente:

“[…] ambas resoluciones judiciales detienen sus razonamientos
(también los concernientes a la denominada impugnación indirec-
ta y al ejercicio de la acción de nulidad de pleno derecho del ar-
tículo 102 de la LPC) en la justificación de la concurrencia del
óbice de inadmisibilidad del artículo 69.c) de la LJCA, consistente
en ‘que la pretensión tuviera por objeto disposiciones, actos o
actuaciones no susceptibles de impugnación’; de ahí que, cual-
quiera que deba ser la respuesta a la alegación del Ayuntamiento
de Saucelle aludida, y visto que la alusión de la demandante al
derecho a un proceso equitativo es meramente tangencial y
carente de una argumentación propia, es claro que el canon cons-
titucional desde el que debemos enjuiciar la cuestión planteada en
el presente amparo es el del derecho de acceso a la jurisdicción
o al proceso del artículo 24.1 de la CE.” (FJ 2)

Tras ello, refiriéndose a las consecuencias de la inadmisión de
un recurso por un error en los cómputos procesales, el Tribunal
declaró lo siguiente:

“Asimismo, constituye reiterada doctrina de este Tribunal que
el cómputo de los plazos procesales es cuestión de mera legali-
dad ordinaria que, no obstante, puede adquirir dimensión cons-
titucional cuando la decisión judicial suponga la inadmisión de
un proceso o de un recurso, o la pérdida de algún trámite u opor-
tunidad procesal prevista en el ordenamiento jurídico para
hacer valer los propios derechos o intereses de parte con enti-
dad suficiente para considerar que su omisión es determinante
de indefensión, siempre que tal decisión haya sido adoptada
partiendo de un cómputo en el que sea apreciable error paten-
te, fundamentación insuficiente, irrazonable o arbitraria o se
haya utilizado un criterio interpretativo desfavorable para la
efectividad del derecho a la tutela judicial efectiva sin indefen-
sión, consagrado en el artículo 24.1 de la CE.” (FJ 2) 

Acerca de la vulneración del artículo 24.1 de la CE por parte
de un juez o tribunal, el Tribunal aclaró que:

“[…] no toda inexactitud o equivocación del órgano judicial
adquiere relevancia constitucional”, sino que, el error “ha de
ser patente […]”, “[…] determinante de la decisión adoptada […]”
y, “Además, la equivocación debe ser atribuible al órgano que la
cometió, es decir, no imputable a la negligencia o mala fe de la
parte que, en tal caso, no podría quejarse, en sentido estricto,
de haber sufrido un agravio del derecho fundamental […]”. “Por
último, el error ha de producir efectos negativos en la esfera
jurídica de quien lo invoca”. (FJ 2)

A la vista de la doctrina expuesta y tras valorar el caso enjui-
ciado, el Tribunal consideró que efectivamente se había produci-
do una vulneración del derecho a la tutela judicial del recurrente
y, en consecuencia, resolvió otorgar el amparo solicitado, anulan-
do la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León. 

JURISPRUDENCIA EN LA MATERIA
Sobre los criterios que determinan la relevancia constitucional
de los errores de los jueces o tribunales sobre los presupuestos
fácticos que le han servido para resolver el asunto sometido a
su decisión, ver las siguientes sentencias: STC 1/1989, de 16 de
enero (FJ 3); STC 201/1992, de 19 de noviembre (FJ 2); STC
220/1993, de 30 de junio (FJ 4); STC 322/1993, de 8 de noviembre
(FJ 3); STC 191/1997, de 10 de noviembre (FJ único); STC
215/1997, de 27 de noviembre (FJ único); STC 89/1999, de 26 de
mayo (FJ 3 y 4), y STC 133/2000, de 16 de mayo (FJ 3), entre otras. 

Declarando que no toda inexactitud o equivocación del órga-
no judicial adquiere relevancia constitucional, ver las siguientes
sentencias: STC 88/2000, de 27 de marzo (FJ 4); STC 96/2000, de
10 de abril (FJ 5), y STC 169/2000, de 26 de junio (FJ 2).

Exigiendo que el error sea determinante de la decisión adopta-
da, ver las siguientes sentencias: STC 217/2000, de 18 de septiem-
bre (FJ 3); STC 281/2000, de 27 de noviembre (FJ 3); STC 25/2001,
de 26 de febrero (FJ 2), y STC 88/2002, de 22 de abril (FJ 2).

Exigiendo que la equivocación debe ser atribuible al órgano
que la cometió, ver las siguientes sentencias: STC 89/2000, de 27
de marzo (FJ 2), y STC 150/2000, de 12 de junio (FJ 2).

Exigiendo que el error produzca efectos negativos en la esfe-
ra jurídica de quien lo invoca, ver las siguientes sentencias: STC
172/1985, de 16 de diciembre (FJ 7); STC 190/1990, de 26 de
noviembre (FJ 3), y STC 96/2000, de 10 de abril (FJ 5).

SUPUESTO DE HECHO
El rector de una universidad ordenó el cese de un director de
personal administrativo y de servicio del campus de dicha uni-
versidad. Contra dicho acuerdo, el funcionario interpuso un
recurso contencioso-administrativo especial de protección de
los derechos fundamentales ante el Tribunal Superior de Jus-
ticia de Castilla-La Mancha, que inadmitió el recurso.

Paralelamente a la interposición del recurso mencionado, el
recurrente interpuso un recurso contencioso-administrativo
ordinario.

Pasado un tiempo, el recurrente envió un informe a la Sala de
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia
de Castilla-La Mancha en el que solicitaba la recusación de un
magistrado por ser ése profesor asociado de la universidad de
la que él había sido cesado y formulaba la demanda de la prác-

B) Tribunal Europeo de Derechos Humanos

ÓRGANO: Tribunal Europeo de Derechos Humanos.
Sección Cuarta. Asunto Cañete de Goñi contra Espa-
ña. Demanda núm. 62435/2000
FECHA: 17 de junio de 2003
DISPOSICIONES ANALIZADAS: Artículo 6.1 del Con-
venio para la protección de derechos humanos y de
las libertades fundamentales (el Convenio), y artículo
24 de la CE
DOCTRINA: Recusación de un magistrado por ser pro-
fesor en la universidad a la que pertenecía una perso-
na cesada del cargo de gerente en la misma, en el pro-
cedimiento en que se estudiaba la procedencia del
cese. Derecho a un juicio justo. Derecho a un tribunal
independiente e imparcial (FJ 21 y 27)

Tribunal Europeo de Derechos Humanos. Recusación de un magistrado por ser profesor en la universidad a la

que pertenecía una persona cesada del cargo de gerente en la misma, en el procedimiento en que se estudia-

ba la procedencia del cese. Derecho a un juicio justo. Derecho a un tribunal independiente e imparcial
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tica de la prueba sobre ese hecho. La Sala inadmitió la solici-
tud de recusación, alegando que, según establece el artículo
223.1 de la LOPJ, ésta debe proponerse “tan luego como se
tenga conocimiento de la causa en que se funde. Si dicho
conocimiento fuera anterior al pleito, habrá que proponerse al
inicio del mismo”. Se consideraba que, como gerente de la
misma universidad que había sido, debía conocer esa circuns-
tancia. Además, el Tribunal entendía que el recurrente debería
haber justificado al formular la recusación que hasta ese
momento desconocía dicha circunstancia, cosa que no hizo.
Así, la recusación debería haberse presentado en el momento
en que fue informado de la composición de la sala, cosa que no
se hizo.

En cuanto al fondo, el Tribunal Superior de Justicia de
Castilla-La Mancha desestimó el recurso.

Tras ello, el recurrente presentó un recurso de amparo ante el
Tribunal Constitucional, por considerar vulnerado su derecho a
un juicio justo (artículo 24 de la CE). El recurrente invocaba su
derecho a que su causa fuese oída por un tribunal independien-
te e imparcial, y se quejaba de la inadmisión de su solicitud de
recusación. Además, afirmaba desconocer a la persona de
quien solicitó la recusación, a la que no tenía la obligación de
conocer en su calidad de gerente, por cuanto su trabajo se limi-
taba al personal administrativo y de servicio de la universidad.
Finalmente, el recurrente consideraba que tener que probar el
hecho negativo de no conocer a una persona constituía una
“prueba diabólica”. Por lo expuesto, el recurrente consideraba
que su causa no había sido examinada de forma equitativa por
el Tribunal.

El Tribunal Constitucional inadmitió el recurso, declarando lo
siguiente:

“No es posible atentar contra el artículo 24.1 de la
Constitución española sino cuando el órgano judicial realiza una
apreciación poco razonable, manifiestamente errónea o arbitra-
ria de una causa legal de inadmisibilidad [...]. En el presente
caso, no se pueden deducir tales vicios en el hecho de presumir
que el demandante conociera la condición de profesor asocia-
do de uno de los magistrados.

“Los meros vicios de procedimiento no implican en sí mis-
mos una violación del artículo 24.2 de la Constitución españo-
la. Dicha violación del artículo 24.2 no tiene lugar sino cuando
la irregularidad del procedimiento es determinante respecto a
los derechos de la defensa [...] Corresponde entonces al
demandante demostrar la importancia de la irregularidad ale-
gada en la decisión final [...] En el presente caso, los motivos
admitidos por la sala (del Tribunal Superior de Justicia) para
dictar su sentencia no son puestos en duda por las irregulari-
dades denunciadas en la práctica de los elementos de prue-
ba.”

Tras ello, el recurrente presentó una demanda ante el Tri-
bunal Europeo de Derechos Humanos, en virtud del artículo 6.1
del Convenio, que prevé el derecho a un tribunal independien-
te e imparcial. El Tribunal estimó el recurso, por considerar que
sí se había producido una violación del artículo 6.1 del Con-
venio.

FUNDAMENTOS DE DERECHO-DOCTRINA
En sus fundamentos de derecho, el Tribunal analizó si había ele-
mentos que podían llevar a suponer que la conducta del magis-
trado de quien se solicitó la revocación podía ser imparcial. Al
respecto, éste apuntó que: 

“[...] la imparcialidad debe apreciarse tanto según el trámite
subjetivo que trata de determinar la convicción personal de
dicho juez en dicha ocasión, y según el trámite objetivo tenden-
te a asegurarse de que existían las garantías suficientes para
excluir a ese respecto cualquier duda legítima.” (FJ 21)

En cuanto al aspecto subjetivo, el Tribunal consideró que
nada indicaba que existiera un “perjuicio o toma de partido por
parte del juez [...]”. Sin embargo, consideró que existían ciertos
hechos comprobables que, con independencia del comporta-
miento personal del juez, permitían “sospechar de la imparciali-
dad de éste”. Así, según el Tribunal:

“[...] las dudas del demandante sobre la imparcialidad del
magistrado en cuestión eran legítimas, teniendo en cuenta los
vínculos profesionales existentes entre este último y la otra
parte en el litigio, y podían generar dudas sobre su imparcialidad
objetiva.” (FJ 27)

“En efecto, profesor asociado de la universidad, el magistra-
do mantenía vínculos profesionales estrechos y regulares con
la universidad desde hacía varios años. Por otro lado, percibía
como profesor una remuneración periódica que no se puede
calificar de desdeñable (7.200 euros anuales en opinión del
Gobierno). Hubo por tanto concomitancia de las dos instancias
que implican al Juez [...], que ejercía la doble función de juez
del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha, por un
lado, y de profesor asociado remunerado por la parte contra-
ria, por otro. En opinión del Tribunal, esta situación pudo hacer
nacer ciertos temores legítimos en el demandante de que el
juez [...] no abordara su caso con la imparcialidad requerida.”
(FJ 27)

En consecuencia, el Tribunal consideró que sí se había pro-
ducido una vulneración del artículo 6.1 del Convenio en cuanto
a la exigencia de un tribunal imparcial, debiendo el Estado de-
mandado abonar al demandante la cantidad de 2.000 € en con-
cepto de daño moral.

JURISPRUDENCIA EN LA MATERIA
Sobre la imparcialidad de jueces y tribunales, ver la siguien-
te sentencia: STEDH Thomann contra Suiza de 10 junio de
1996 (TEDH 1996/26) (Repertorio de sentencias y resoluciones
1996-III, pág. 815, apdo. 30); Sentencia Castillo Algar contra
España de 28 de octubre de 1998 (TEDH 1998/51) (Repertorio
1998-VIII, pág. 3116, apdo. 45); sentencias Ferrantelli y
Santangelo contra Italia de 7 agosto de 1996 (TEDH 1996/34)
(Repertorio 1996-III, págs. 951-952, apdo. 58), y STEDH
Wettstein contra Suiza (TEDH 2000/682) (núm. 33958/1996,
apdo. 44, TEDH 2000-XII).
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SUPUESTO DE HECHO
En 1985, el prefecto de Cyclades trazó los nuevos límites urbanos
de varios municipios. En 1988, fueron nuevamente trazados los
límites de dos de ellos. Sobre la base de la resolución de 1985, en
marzo de 1993 se concedió una licencia de construcción. 

Los titulares de dos terrenos, junto con una asociación de
defensa del medio ambiente, presentaron un recurso contencio-
so-administrativo contra las mencionadas resoluciones del pre-
fecto y la de licencia de construcción, que consideraban ilega-
les por ser el área en cuestión un terreno pantanoso y el artículo
24 de la Constitución griega, que protege el medio ambiente, dis-
pone que no se pueden construir asentamientos urbanos en
dichos lugares.

En julio de 1995, el tribunal correspondiente consideró que se
había producido una vulneración del mencionado precepto, por
cuanto el nuevo trazado ponía en riesgo una zona pantanosa,
hábitat natural importante para varias especies protegidas. De ello
el Tribunal deducía que las licencias de construcción eran tam-
bién ilegales y debían ser anuladas. Además, el Tribunal anuló la
resolución del prefecto de 1988, por no ser publicada en la forma
prescrita por la ley.

En febrero de 1996, el prefecto dictó dos resoluciones que
excluían de demolición a los edificios afectados.

En abril de 1997, un comité especial del Tribunal Supre-
mo Administrativo falló que las autoridades no habían cumpli-
do las resoluciones anteriores, no habían demolido los edifi-
cios construidos en base a las licencias mencionadas y habían
continuado concediendo más licencias de construcción en la
zona.

Los mencionados titulares de los terrenos presentaron una
demanda ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos por con-
siderar que se habían violado los artículos 6.1 y 8 del Convenio.

El Tribunal admitió la existencia de una vulneración del artí-
culo 6.1, condenando por ello al Estado a indemnizar por daños
morales a los demandantes (20.000 y 10.000 euros, respectiva-
mente, y 5.000 euros conjuntamente). 

FUNDAMENTOS DE DERECHO-DOCTRINA
SSoobbrree  llaa  vviioollaacciióónn  ddeell  aarrttííccuulloo  66..11  ddeell  CCoonnvveenniioo
Los demandantes alegaban que la falta de ejecución de las sen-
tencias mencionadas suponía una violación del artículo 6.1 del
Convenio. Éstos consideraban que la única consecuencia legal
de la anulación de las licencias de construcción era la demoli-
ción de los edificios, cosa que no hicieron las autoridades grie-
gas y que conllevó la mencionada vulneración.

Al respecto, el Tribunal declaró lo siguiente:
“[...] el artículo 6.1 garantiza a toda persona el derecho a que los

litigios sobre sus derechos y obligaciones de carácter civil sean
oídos por un tribunal; así, incluye el ‘derecho a un tribunal’ del que
el derecho de acceso, esto es, el derecho a iniciar un procedi-
miento ante los tribunales en materia civil, constituye uno de los
aspectos. Sin embargo, ese derecho sería ilusorio si el sistema
legal del Estado contratante permitiera que una resolución firme,
vinculante, permaneciera inoperante en detrimento de una de las
partes.” (FJ 30) 

Así, refiriéndose al caso enjuiciado, el Tribunal concluyó lo
siguiente: 

“[...] al abstenerse en este caso durante más de siete años de
tomar las medidas necesarias para cumplir con dos resolucio-
nes firmes y vinculantes, las autoridades griegas privaron al
artículo 6.1 del Convenio de todo efecto útil.” (FJ 31)

De modo que, según el Tribunal, la falta de ejecución había
conllevado una violación del artículo 6.1 del Convenio.

Asimismo, los demandantes consideraban que el artículo 6.1
también había sido violado como consecuencia de la duración
de los procedimientos.

Al respecto, el Tribunal declaró, de acuerdo con lo manifesta-
do en anteriores ocasiones, que:

“[...] para decidir si la duración de un procedimiento es razona-
ble o no, hay que tener en cuenta las circunstancias concretas del
caso y los siguientes criterios: la complejidad del caso, la conduc-
ta de las partes, la conducta de las autoridades que tratan el asun-
to y lo que está en juego para el demandante en el litigio.” (FJ 40)

Concluyendo que:
“A la vista de los criterios establecidos en su jurisprudencia y

teniendo en cuenta todas las circunstancias del caso, la dura-
ción de los procedimientos en cuestión fue excesiva y no cum-
plió con el requisito de ‘plazo razonable’.“ (FJ 43)

SSoobbrree  llaa  vviioollaacciióónn  ddeell  aarrttííccuulloo  88  ddeell  CCoonnvveenniioo
Por su parte, los demandantes alegaban que el plan de desarrollo
urbano de la zona sudeste de Tinos había supuesto la destrucción
de su medio ambiente físico y afectó su vida, lo que suponía una
violación del artículo 8 del Convenio, que dispone lo siguiente:

“1. Toda persona tiene derecho al respeto de su vida privada y
familiar, de su domicilio y de su correspondencia.” 

Respecto a la violación del artículo 8, los demandantes alega-
ban lo siguiente:

“[...] independientemente del peligro para su salud, el deterioro
del medio ambiente debe ser examinado bajo el punto de vista del
artículo 8 del Convenio cuando afecta de forma adversa a la vida
de alguien.” (FJ 45)

Éstos admitían que: 
“[...] el artículo 8 no se viola cada vez que se produce un dete-

rioro ambiental y comprenden la importancia del desarrollo urba-
no y los intereses económicos que lleva asociados [...] que los
estados gozan de discrecionalidad para decidir sobre la ordena-
ción urbana. Por otro lado, [...] la interferencia de cualquier Estado
en el medio ambiente debe mantener un equilibrio justo entre los
intereses en disputa de los individuos y del conjunto de la socie-
dad.” (FJ 45)

En relación con el caso enjuiciado éstos consideraban que “[...]
la cuestión del equilibrio justo era bastante sencilla. [...] el Tribunal
Supremo Administrativo había inclinado la balanza a favor de la
zona pantanosa y en contra del desarrollo urbano. Por lo tanto, las
autoridades griegas estaban obligadas a atenerse a su propia 
elección. Sin embargo, al no cumplir las mencionadas sentencias,
habían permitido la destrucción de la zona pantanosa”. (FJ 45)

En su análisis, el Tribunal hizo distinción entre las alegaciones
relativas a la pérdida de belleza paisajística de la zona pantano-
sa, y las relativas a la situación ambiental causada por el ruido. 

ÓRGANO: Tribunal Europeo de Derechos Humanos.
Sección Primera. Asunto Kyrtatos contra Grecia.
Demanda núm. 41666/1998
FECHA: 22 de mayo de 2003
DISPOSICIONES ANALIZADAS: Artículos 6.1 y 8 del
Convenio para la protección de derechos humanos y
de las libertades fundamentales (el Convenio), y ar-
tículo 24 de la CE
DOCTRINA: Derecho a un proceso equitativo.
Derecho al respeto de la vida privada y familiar, del
domicilio y de la correspondencia (FJ 30, 31, 43, 45,
52, 53 y 54)

Tribunal Europeo de Derechos Humanos. Derecho a un proceso equitativo. Derecho al respeto de la vida pri-

vada y familiar, del domicilio y de la correspondencia
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En relación con el primer aspecto, el Tribunal declaró lo si-
guiente:

“El elemento crucial que debe estar presente para determinar
si, en las circunstancias de un caso, la contaminación medioam-
biental ha afectado de manera adversa a uno de los derechos
que protege el apartado 1 del artículo 8, es la existencia de un
efecto dañino en la esfera privada o familiar de la persona y no
simplemente el deterioro general del medio ambiente. Ni el ar-
tículo 8 ni ningún otro de los artículos del Convenio están espe-
cíficamente redactados para proporcionar una protección
general al medio ambiente como tal; a tal efecto, para tratar este
aspecto concreto, son más pertinentes otros instrumentos inter-
nacionales y otras leyes internas.” (FJ 52)

Analizando el caso enjuiciado, el Tribunal observó que:
“[...] los demandantes no han presentado ningún argumento

convincente que demuestre que el supuesto daño a las aves y a
otras especies protegidas que viven en la zona pantanosa es tal
como para afectar directamente a sus propios derechos en virtud
del artículo 8.1 del Convenio (RCL 1999, 1190, 1572). Hubiera podido
ser distinto si, por ejemplo, el deterioro medioambiental del que se
quejan hubiera consistido en la destrucción de una zona boscosa
lindante con la casa de los demandantes, situación que podía
haber afectado más directamente al propio bienestar de los deman-
dantes.” (FJ 53)

En cuanto a las molestias que producía el vecindario a los de-
mandantes como resultado del desarrollo urbano de la zona, el Tribu-
nal consideró que “[...] no ha alcanzado el grado suficiente de grave-
dad como para ser tenido en cuenta a efectos del artículo 8”. (FJ 54)

Por tanto, el Tribunal consideró que no se había producido
una violación del artículo 8 del Convenio. 

En consecuencia, el Tribunal declaró que se había violado el
artículo 6.1 del Convenio, imponiendo al Estado correspondiente
el pago en concepto de daño moral de las cantidades indicadas
en el apartado anterior.

VVoottoo  ppaarrttiiccuullaarr
El señor Zagrebelsky discrepó de la opinión de la mayoría en
relación con la violación de la vida privada de los demandantes.
Éste consideraba que, aunque el Convenio no protegiera el
medio ambiente como tal, como declaró el mismo Tribunal en
otras ocasiones, “[...] tampoco hay duda de que una degrada-
ción del medio ambiente puede suponer una violación de un
derecho específico reconocido por el Convenio”. 

Así, en relación con el caso enjuiciado, éste consideró que
“[...] está claro que hubo un deterioro de la calidad del medio
ambiente en el que estaba situada la casa de los demandantes”.

De modo que, si bien éste admitía que la injerencia no era impor-
tante, según él no se podía negar que hubiera habido injerencia
alguna. En consecuencia, el magistrado declaró lo siguiente:

“[...] la importancia de la calidad del medio ambiente y la cre-
ciente conciencia de esa cuestión no pueden conducir al Tri-
bunal a ir más allá del alcance del Convenio. Pero estos facto-
res deben inducir a reconocer la creciente importancia del
deterioro medioambiental en las vidas de las personas. Este
punto de vista puede estar perfectamente en línea con la inter-
pretación dinámica y la puesta al día evolutiva del Convenio que
el Tribunal adopta habitualmente en muchos campos.”

[...]
“Aquí, el Tribunal tiene únicamente que comprobar que, como

decidieron los tribunales griegos, la injerencia era ilegal. Así, no
se ha cumplido la primera y básica condición para la legitimidad,
incluso de una injerencia menor, en la vida privada o familiar.”

JURISPRUDENCIA EN LA MATERIA
Declarando que la ejecución de una sentencia dictada por un tri-
bunal debe ser considerada como parte integrante del “juicio” a
efectos del artículo 6, quedando, cuando las autoridades adminis-
trativas se niegan o no cumplen con ello, o incluso retrasan el
hacerlo, las garantías de que dispone un litigante en virtud del ar-
tículo 6 durante la fase judicial del procedimiento desprovistas de
sentido, ver la siguiente sentencia: Sentencia Hornsby contra
Grecia de 19 de marzo de 1997 (TEDH 1997/4) (Repertorio de sen-
tencias y resoluciones 1997-II, págs. 510-511, apdos. 40-41).

Sobre los criterios para determinar si la dilación en un proce-
dimiento es razonable o no, ver, entre otras, la siguiente senten-
cia: Frylender contra Francia (TEDH 2000/146) [GS] (núm.
30979/1996, apdo. 43, TEDH 2000-VII).

Declarando que la contaminación medioambiental grave puede
afectar al bienestar de las personas e impedirles disfrutar de sus
casas de manera que afecte de forma adversa a su vida privada y
familiar sin poner en grave peligro, sin embargo, su salud, ver la
siguiente sentencia: Sentencia López Ostra contra España de 9 di-
ciembre de 1994 (TEDH 1994/3) (serie A núm. 303-C, pág. 54, apdo. 51).

Declarando que una degradación del medio ambiente puede
suponer una violación de un derecho específico reconocido por el
Convenio, ver las siguientes sentencias: Sentencia Powell y Rai-
ner contra el Reino Unido de 21 de febrero de 1990 (TEDH 1990/4)
(serie A núm. 172, apdo. 40); Sentencia López Ostra contra España
de 9 de diciembre de 1994 (TEDH 1994/3) (serie A núm. 303-C, apdo.
51), y Sentencia Guerra contra Italia de 19 de febrero de 1998 (TEDH
1998/2), (Repertorio de sentencias y resoluciones 1998-I, apdo. 57).

SUPUESTO DE HECHO
La Sra. B se licenció en Derecho en la Universidad de Lisboa
(Portugal). En ese momento (1981) tenía la nacionalidad portu-
guesa. En 1983, obtuvo el título de técnico de hospitales en la
Escola Nacional de Saúde Pública de Lisboa (Escuela Nacional
de Salud Pública, en adelante, ENSL). Del 1 de septiembre de
1983 al 20 de noviembre de 1989 ejerció las funciones de técni-
co de hospitales en la Administración pública portuguesa.
Posteriormente se doctoró en Derecho en Francia, en el marco
de una excedencia por estudios y, además, adquirió la naciona-
lidad francesa. 

En julio de 1993, la Sra. B solicitó al Ministerio de Sanidad
francés la incorporación al cuerpo de directores de hospital de

ÓRGANO: Tribunal de Justicia de las Comunidades
Europeas. Asunto C-285/01
FECHA: 9 de septiembre de 2003
PONENTE: Sra. C. Stix-Hackl
DISPOSICIONES ANALIZADAS: Artículo 48 del Tratado de
la CE (actualmente artículo 39 del Tratado, tras su modifi-
cación), y artículo 3, párrafo primero, letra a), de la
Directiva 89/48/CEE del Consejo, de 21 de diciembre de
1988, relativa a un sistema general de reconocimiento de
los títulos de enseñanza superior que sancionan forma-
ciones profesionales de una duración mínima de tres
años (la Directiva)
DOCTRINA: Sistema comunitario de reconocimiento de
títulos de enseñanza superior (FJ 38, 39, 43, 45 y 52)

Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas. Sistema comunitario de reconocimiento de títulos de enseñan-
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